
                    

                      
 
                 ASAMBLEA DE MADRID 
  GRUPO PARLAMENTARIO POPULAR 

 

 

La solicitud se fundamenta en los siguientes ANTECEDENTES: 

 

El Acuerdo de investidura entre el Partido de los Socialistas de Cataluña y 

Esquerra Republicana de Cataluña amenaza a la Nación con la imposición de 

un modelo de financiación espurio para la Generalidad de Cataluña, basado en 

una pretendida «negociación bilateral con el Estado». Además, la Generalidad 

sería la encargada, a través de la llamada «Agencia Tributaria de Cataluña», 

(cuando debería decir: «en Cataluña») de gestionar, recaudar, liquidar e 

inspeccionar todos los impuestos soportados en Cataluña, arrogándose este 

gobierno regional competencias impropias de una autonomía, de negociación 

unilateral y directa con el Estado y la Unión Europea.  Finalmente, el acuerdo 

prevé que la aportación catalana a las finanzas de la Nación integre la aportación 

por el coste de los servicios que el Estado presta en Cataluña y la aportación de 

esta región al cumplimiento del principio constitucional de solidaridad entre 

regiones. Para llevar a la práctica estos acuerdos, el Partido Socialista y 

Esquerra Republicana de Cataluña pretenden modificar la Ley Orgánica de 

Financiación de las Comunidades Autónomas y de la Ley de Cesión de Tributos 

a Cataluña. 

 

Para consumar este plan el Gobierno central efectúa una modificación 

constitucional por la puerta de atrás. Por eso, estos acuerdos plantean 

importantes problemas jurídicos y desafíos en materia constitucional, de 

financiación de las Comunidades Autónomas, en el sistema de gestión y 

recaudación de los tributos, de solidaridad interregional, de financiación de los 

proyectos nacionales, de lucha contra el fraude fiscal, de transparencia y gestión, 

la unidad de la función pública y sus cuerpos profesionales, hasta ponerse en 

peligro las bases mismas de la unidad nacional.  
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De ahí que tanto los madrileños, como el resto de los ciudadanos de las 

diferentes comunidades autónomas, se vean perjudicados por este acuerdo, 

porque los mecanismos que financiarán los servicios públicos dejarán de 

respetar los principios de igualdad y solidaridad que han regido esta materia en 

la España constitucional desde 1978, y porque la unidad del Poder Judicial, la 

Hacienda, las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, las Fuerzas Armadas, o del 

control de la fronteras, son los pilares de la soberanía nacional, que se vería 

radicalmente comprometida.  

 

De ahí también que se deba hacer referencia al Poder Judicial o a la Hacienda 

«en» cada región, y nunca «de» cada región; por eso, decidir sobre estas 

cuestiones no cabe hacerse sin los mecanismos reservados a la reforma 

constitucional, y con la participación expresa de todos los españoles, porque el 

proyecto nacional de todos es lo que está en cuestión. 

 

Cabe también la más honda preocupación por el borrado y la expulsión de los 

medios y el personal de la Administración central en Cataluña, y el peligro de 

que se estén facilitando las herramientas para un nuevo golpe de Estado, al 

tiempo que se eliminan los controles. 

 

La Constitución solo contempla el concierto y el convenio para el País Vasco y 

Navarra. No es posible articular un sistema de concierto, diferente de los citados, 

sin este respaldo constitucional. Hacerlo supondría atentar contra el Estado de 

derecho, la soberanía nacional, que emana solidariamente de todos los 

españoles, incluidos los madrileños, y no solo de los habitantes de una región.  
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Los españoles de la Comunidad de Madrid son conscientes de la gran aportación 

que hacen a través de la recaudación de sus impuestos a la prosperidad del 

conjunto de nuestro país, pero nunca han manifestado quejas a este principio.  

 

La salida de Cataluña del actual Sistema de Financiación Autonómica supondría 

una reducción de, aproximadamente, 2.000 millones en la aportación de las 

comunidades más ricas a la solidaridad entre regiones, puesto que 

desaparecerían del modelo los 2.000 millones que actualmente aporta Cataluña 

de manera anual. Pero el problema financiero más grave consistiría en que el 

Presupuesto del Estado perdería, total o parcialmente, la recaudación del 50% 

del IRPF, 50% del IVA, 42% de los Impuestos Especiales, o 100% del Impuesto 

de Sociedades, que se obtienen en Cataluña: aproximadamente 30.000 millones 

de euros. Esto produciría una importante merma en el presupuesto de ingresos 

que tendría que compensarse con una subida de impuestos, menos gastos, 

menos inversiones o menos recursos para las Comunidades Autónomas. 

  

FEDEA ha realizado una primera estimación de cuánto podrían suponer los 

beneficios financieros para Cataluña derivados de este acuerdo Partido 

Socialista-ERC. Dichos cálculos parten de la tradicional reivindicación de la 

Generalidad de 22.000 millones anuales, que podría llegar a un desequilibrio 

anual que se cifra entre 6.600 millones y 13.200 millones más para Cataluña. 

Este mayor beneficio injustificado de unos redundaría en una pérdida para el 

resto, entre ellos los madrileños.   

 

Además, ceder la gestión, recaudación y regulación del IRPF, IVA, Impuesto de 

Sociedades, Impuestos Especiales, etc. a la Generalidad de Cataluña supondrá 

una quiebra del actual sistema de gestión de los tributos en España, porque se 

incrementarán los costes de gestión y se perderá una gran parte de la actual 
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eficacia de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, al compartimentarse 

la información sobre los contribuyentes, elemento fundamental para el control 

tributario. La consecuencia sería un aumento del fraude fiscal que afectaría a la 

Comunidad de Madrid y a toda España, y un incremento de los costes de 

recaudación para todos los españoles, que sufragarían en parte los madrileños.  

 

Además, se analizarán asuntos íntimamente relacionados con lo anterior como 

es la condonación de la deuda a Cataluña y al resto de las CCAA, que puede ser 

especialmente perjudicial e injusto para nuestra región.  

 

El sistema de quita de la deuda propuesto por el Gobierno mutualiza la deuda 

pública autonómica entre todos los españoles; penaliza a quienes mejor la 

gestionan; hace que España pierda credibilidad en los mercados y en el mundo, 

y la hace más débil; y supone un nuevo chantaje de los que acostumbra este 

Gobierno, por el que «o accedes expresamente a mis políticas sectarias, o te 

arruino». 

 

Por todo lo expuesto, es muy importante que en una Comisión de Estudio de las 

previstas en el Reglamento de la Asamblea se pueda analizar por los grupos 

parlamentarios todo lo dicho y contrastarlo con el dictamen de expertos en 

Derecho constitucional, Hacienda pública, financiación autonómica, etc. 
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NORMAS BÁSICAS: OBJETO, COMPOSICIÓN, FUNCIONAMIENTO, PLAZO 

Y CONCLUSIONES 

 

PRIMERA. OBJETO 

Se propone la CONSTITUCIÓN DE LA COMISIÓN DE ESTUDIO PARA EL 

ANÁLISIS DE LAS CONSECUENCIAS QUE TENDRÁ PARA LOS 

MADRILEÑOS EL LLAMADO «ACUERDO BILATERAL DEL CONCIERTO 

SINGULAR DE CATALUÑA». En concreto, se estudiarán las consecuencias que 

la implantación de este acuerdo tendrá sobre la financiación de los servicios 

públicos en la Comunidad de Madrid, los efectos sobre la gestión, recaudación 

e inspección de los tributos que lleva a cabo la Comunidad de Madrid, la 

incidencia en los principios de igualdad ante la ley y las oportunidades y la 

solidaridad entre los españoles, el encaje de estos acuerdos en nuestra 

Constitución, y en las leyes  que rigen el modelo de financiación de las 

Comunidades Autónomas aplicable a la Comunidad de Madrid, y la distribución 

de competencias fiscales entre el Estado y las expresadas comunidades. 

También se analizarán asuntos directamente relacionados con lo anterior como 

el proyecto de condonación de la deuda pública a Cataluña y las demás 

Comunidades Autónomas.  

 

Las conclusiones de este estudio se harán llegar a los organismos nacionales, 

de la Unión Europea e internacionales interesados en los peligros de la 

fragmentación de la soberanía nacional española, el control del fraude en sus 

finanzas públicas, la adecuada financiación de todas las regiones españolas, y 

la integridad del Estado de derecho. 
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SEGUNDA. COMPOSICIÓN 

La Comisión estará compuesta por 3 diputados designados por cada uno de los 

Grupos Parlamentarios constituidos en la Cámara, si bien los acuerdos se 

adoptarán en todo caso en función del criterio de voto ponderado. 

Sin perjuicio de lo previsto en el apartado anterior, los Grupos Parlamentarios 

podrán sustituir a los miembros de la Comisión de acuerdo con lo establecido en 

el Reglamento de la Asamblea. 

 

TERCERA. FUNCIONAMIENTO 

La Comisión se regirá por las normas contenidas en el Reglamento de la 

Asamblea. Tras su constitución, se abrirá un plazo de 30 días hábiles para que 

los distintos grupos presenten sus propuestas de comparecientes. La mesa de 

la comisión podrá acordar la apertura de un nuevo plazo para el registro de 

comparecientes. 

 

Todas las propuestas de comparecencias deberán estar motivadas de acuerdo 

al objeto de la Comisión. Ante la Comisión de Estudio comparecerán los expertos 

que se considere que puedan aportar conocimiento a los diputados de la 

Comisión. 

 

La Mesa de la Comisión de Estudio, oídos los Portavoces, analizará las 

diferentes propuestas para definir un plan de comparecencias y solicitar a la 

Mesa de la Asamblea la habilitación de las sesiones necesarias. Posteriormente 

la Mesa de la Comisión de Estudio, oídos los Portavoces, elaborará un 

calendario de sesiones y comparecencias. 

 

Las sesiones de la Comisión contarán con un máximo de 3 comparecencias.  
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CUARTA. PLAZO Y CONCLUSIONES. 

La Comisión desarrollará su cometido durante seis meses a partir de la 

celebración de la primera sesión con comparecientes, prorrogables por igual 

plazo si así lo determinase la mesa de la comisión, oídos los portavoces. Antes 

de la conclusión del plazo asignado, la comisión elaborará un Dictamen de 

Conclusiones y Propuestas que será debatido por el Pleno junto, en su caso, a 

los votos particulares que presenten los Grupos Parlamentarios, para su debate 

y ulterior aprobación. 

 

 

 


